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28 de abril de 2022 
JD-0152-2022  
 
 
Ing. Max José Umaña Hidalgo 
Gerente General 
 
 
REMOCIÓN DEL GERENTE GENERAL 
 
Para su conocimiento y fines consiguientes, me permito comunicar el acuerdo tomado por la Junta 
Directiva de la Empresa, el cual consta en el Artículo #12.1, de la Sesión Ordinaria #5299-271, 
celebrada el miércoles 27 de abril de 2022 


 
CONSIDERANDO: 


 
1. Sobre el nombramiento del actual Gerente General: Que don MAX JOSÉ UMAÑA HIDALGO, 


mayor de edad, casado en únicas nupcias, Ingeniero Civil, vecino de Curridabat, cédula de 


identidad número 1 0745 0632, ocupa el puesto de GERENTE GENERAL, desde el 2 de julio de 


2018. Lo anterior, según acuerdo del artículo 4.1 de la Sesión Ordinaria de la Junta Directiva N° 


5035-7 de ese día. 


 
2. Sobre el régimen de libre nombramiento y remoción de la clase gerencial de RECOPE: 


 
a) Que los Estatutos Sociales de RECOPE disponen en su cláusula décimo tercera lo siguiente: 


“DÉCIMA TERCERA: ATRIBUCIONES DE LA JUNTA DIRECTIVA: Son atribuciones 


de la Junta Directiva: a) dictar los reglamentos de la sociedad; b) nombrar los 


funcionarios de la sociedad y conferirles los poderes y atribuciones que no hayan 


sido previstas en estos estatutos; c) promover e impulsar las labores de la empresa y 


organizarlas del modo que mejor convenga a los intereses de la sociedad y d) 


ejercer las atribuciones que por ley o por estatutos le corresponden.” 


 


b) Que el Reglamento de la Junta Directiva de RECOPE S. A., aprobado en la Sesión Ordinaria 


N° 4917-123 de 11 de enero de 2016, establece en el artículo 3 lo siguiente: 


“Artículo 3°- Potestades de la Junta Directiva. Son potestades de la Junta Directiva: 


(…)/ d) Nombrar y destituir al Gerente General, a los Gerentes de Área, al 
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Auditor General y al Subauditor General, con base en la propuesta que al 


respecto le presente el Presidente. En el caso de los nombramientos o remoción 


del Auditor General y el Subauditor General, se deberá cumplir de previo con el 


trámite que dispone el artículo 31 de la Ley N° 8292, Ley General de Control 


Interno, y el artículo 15 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 


República, N° 7428 del 4 de noviembre de 1994.” 


 
c) Que en este orden de ideas, la clase gerencial posee cargos que por razón de sus altas 


funciones ejecutivas no están protegidos por el principio constitucional de estabilidad en 


el empleo, tal como señalan expresamente los párrafos segundo y tercero del artículo 7 de 


la Convención Colectiva de Trabajo 2021-2024, vigente en la empresa, que al efecto 


disponen:   


“Por ser funcionarios y/o funcionarias que participan de la gestión pública de la 


Administración y fiscalización superior se exceptúan de la aplicación de la presente 


Convención Colectiva de Trabajo: al Presidente, Gerente General, Gerentes de Área, 


Auditor General y Subauditor General./ Por la naturaleza de sus cargos, la presente 


Convención se aplicará al siguiente personal: Subauditores de Área, Secretaría de 


Actas, Asesores Ejecutivos de la Presidencia y de la Gerencia General, Asistentes de 


Gerencias de Área, Directores de Área y Jefes de Departamento; excepto en lo que se 


refiere al libre nombramiento, remoción y régimen disciplinario en general.” 


 
d) Que aunado a lo anterior, mediante oficio STAP-1616-2019 de 13 de setiembre de 2019, la 


Secretaría Técnica de la Autoridad Presupuestaría notificó a la empresa sobre la 


actualización del Manual Descriptivo de Puestos y, conforme al oficio JD-0207-2019, 


excluyó de este los de Gerente General, Gerentes de Área y Asesores Ejecutivos, por ser 


puestos de confianza de libre nombramiento y remoción. 


e) Que el dictamen de la Procuraduría General de la República C-044-2007 de 19 de febrero 


de 2007, emitido para RECOPE, señaló en lo que interesa que los puestos gerenciales 


pueden ser nombrados y removidos discrecionalmente: 
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“Esta especial categoría de alta gerencia a nuestro juicio proporciona un legítimo 


fundamento para excluir a estos cargos del régimen general de empleo público, lo 


que determina que estos funcionarios puedan ser de libre nombramiento por parte 


de la Junta Directiva, decisión en la cual media la valoración del perfil de los 


posibles candidatos a la luz de los objetivos institucionales y la visión 


estratégica  y, como más adelante se verá, también de los atestados académicos y 


de experiencia, sólo que no bajo las reglas estrictas de un concurso, sino en virtud de 


una decisión discrecional.” 


 
3. Sobre la remoción de funcionarios del régimen de libre nombramiento y remoción de la 


clase gerencial: 


 
a) Que, tal y como se indicó, los puesto de confianza, al contener en su nombramiento 


implícitas las condiciones de temporalidad y discrecionalidad, pueden ser removidos en 


cualquier momento, pues no tienen estabilidad en el puesto, y por lo tanto, no se les crea 


un derecho adquirido a permanecer en este ni a su inamovilidad. 


 
Al respecto, la Procuraduría General de la República, en el dictamen C-044-2007 de 19 de 


febrero de 2007, emitido para RECOPE, determinó lo siguiente: 


“En lo que concierne a los funcionarios de confianza, cabe indicar que esa 


categoría de servidores ha sido definida en doctrina de la siguiente forma:/ los 


trabajadores de confianza son aquellos cuya actividad se relaciona en forma 


inmediata y directa con la vida misma de las empresas, con sus intereses, 


con la realización de sus fines y con su dirección, administración y 


vigilancia generales; esta fórmula y las disposiciones de la ley vigente, 


interpretadas por la doctrina y la jurisprudencia, permitieron determinar las dos 


características siguientes: primeramente, la categoría del trabajador de 


confianza depende de la naturaleza de sus funciones; en segundo lugar, las 


funciones de confianza son las de dirección, inspección, vigilancia y fiscalización, 
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cuando tengan carácter general y las que se relacionan con trabajos personales 


del patrón. (De Buen L., Néstor, Derecho del Trabajo, Editorial Porrúa, México, 


1977, p.445. Citado en nuestro OJ-134-2003del 6 de agosto del 2003).” 


 
Por su parte, la Sala Constitucional se ha referido al fundamento de la relación de confianza 


en los siguientes términos: 


“[La relación de confianza] puede fundamentarse, según los requerimientos 


del cargo, en aspectos puramente subjetivos, de orden personal; pero 


también puede derivar de aspectos objetivos nacidos de una comunidad 


ideológica (política en el buen sentido del término), necesaria para el buen 


manejo de la cosa pública conforme a los planes y programas.” (Sala 


Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, sentencia Nº 1190-90). 


 
Por tanto, la remoción de funcionarios del régimen de libre nombramiento y de la clase 


gerencial, corresponde a un acto de carácter discrecional de la Junta Directiva de RECOPE, 


reconocida por la ley. Esta discrecionalidad fue otorgada por el ordenamiento para poder 


escoger entre varias conductas posibles, dentro de una circunstancia, con el fin de que esta 


pueda compaginar y armonizar al máximo la satisfacción del interés público encomendado 


como principal, así como otros secundarios, pero también públicos, que pueden resultar 


afectados por la misma actividad administrativa. 


 
b) Que en virtud de lo expuesto, se colige que la Junta Directiva de RECOPE efectivamente 


cuenta con atribuciones legales para nombrar y remover discrecionalmente a los gerentes, 


claro está, dentro de los límites el principio de idoneidad en el empleo público. 


 
c) Que en el criterio C-271-2009 de 2 de octubre del 2009, la Procuraduría General de la 


República, sobre la responsabilidad patronal de la administración por la remoción 


discrecional de un funcionario de confianza, señaló: 


“En cuanto a la retribución económica, cabe indicar que es claro que quien ocupe 


un puesto de confianza es conocedor de la condición de temporalidad y 
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discrecionalidad que reviste el nombramiento, es decir, de la posibilidad de ser 


removido en cualquier momento. Ante esta situación es claro que el nombramiento 


citado no le confiere estabilidad en el puesto, y por lo tanto,  no le crea un derecho 


adquirido a permanecer en el mismo. (…)/ VI.- CONCLUSIONES/ A.- Los 


funcionarios de confianza forman parte de un régimen de empleo especial, excluido 


del estatutario, en razón de las especiales características de la relación de empleo 


que ostentan. En consecuencia, su nombramiento y remoción es facultad exclusiva 


del jerarca, ya que, para su elección no se parte de los criterios de idoneidad 


comprobada, propio del sistema de méritos, por el contrario, para su escogencia, se 


fundamenta en aspectos puramente subjetivos, de orden personal./ B.- Los 


servidores que desempeñan sus funciones en puestos de confianza, ostentan el 


derecho a que se les cancelen extremos laborales- preaviso y cesantía- una vez que 


sean cesados, con la salvedad de que la ruptura de la relación laboral sea por 


decisión del funcionario o por justa causa y, en este último, será necesaria realizar 


el procedimiento de rigor y comprobar la falta, con lo cual se exime la 


Administración del pago de esos rubros. Además, la excepción a dicho pago 


considera el supuesto del regreso del funcionario a su puesto en propiedad dentro 


de la misma Administración./ C.- No es dable conceder extremos laborales a los 


servidores que al ser removidos de sus puestos de confianza, inmediatamente pasan 


a ocupar su plaza en propiedad./ D.- No se incurre en ius variandi abusivo al 


reintegrar a un funcionario de confianza, con anterioridad a que se cumpla el plazo 


por el que fue nombrado, a su plaza en propiedad y no se infringe ninguna lesión de 


carácter material o moral que deba o pueda, de conformidad con el ordenamiento, 


ser indemnizada.” 


 
4. Sobre la responsabilidad patronal de la Administración por la remoción discrecional de 


puestos de la clase gerencial de RECOPE: 
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a) Que en los artículos 682, siguientes y concordantes del Código de Trabajo, Ley N° 2 de 27 


de agosto de 1943, se encuentra lo relacionado al régimen laboral de los servidores del 


Estado y sus instituciones. 


 
Dentro de ellos, no se señala taxativamente la excepción del pago de prestaciones 


laborales, correspondientes a preaviso y auxilio de cesantía, a las gerencias de las 


empresas públicas, según la clasificación del Sector Público vigente en MIDEPLAN. 


Lo anterior, de conformidad con lo que se aprecia en las siguientes normas:  


“ARTÍCULO 683.- El concepto del artículo anterior comprende, en cuanto al pago 


de prestaciones que prevén los artículos 28, 29 y 31, en su caso, a todos los 


servidores públicos, con las excepciones que resulten de este Código y de leyes o 


disposiciones especiales./ En particular se excluyen de dicho pago:/ 1) El 


presidente o la presidenta y los vicepresidentes o las vicepresidentas de la 


República./ 2) Las diputadas, los diputados, los alcaldes municipales, los regidores 


municipales y cualquier otro servidor público de elección popular./ 3) Los ministros 


o las ministras, los viceministros o las viceministras y los oficiales mayores./ 4) Los 


magistrados y las magistradas de la Corte Suprema de Justicia y del Tribunal 


Supremo de Elecciones, las personas que integren el Consejo Superior del Poder 


Judicial y el jefe del Ministerio Público./ 5) El contralor o la contralora y el 


subcontralor o la subcontralora general de la República, y quien ocupe el cargo de 


regulador general de los servicios públicos./ 6) El defensor o la defensora y el 


defensor adjunto o la defensora adjunta de los habitantes./ 7) La procuradora o el 


procurador general de la República, y la persona que ocupe la Procuraduría 


General Adjunta de la República./ 8) Quienes ocupen la presidencia ejecutiva y la 


gerencia de las instituciones autónomas y semiautónomas./ 9) Las personas que 


ocupen las juntas directivas de las instituciones autónomas y semiautónomas, los 


miembros de las juntas de educación y patronatos escolares y, en general, todos los 


miembros directivos de juntas, entidades u organismos, dependientes o 


relacionados con los Poderes del Estado./ 10) Las personas que, sin relación de 
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subordinación, reciban del Estado, de sus instituciones u organismos, subvenciones, 


auxilios, honorarios o alguna remuneración con otra denominación, por labores de 


cualquier naturaleza.” 


 
“ARTÍCULO 685.- En el caso de haber causa justificada para el despido, los 


servidores indicados en el artículo inicial de este título no tendrán derecho a las 


indemnizaciones señaladas, con las excepciones que admitan leyes especiales, 


reglamentos autónomos de trabajo o acuerdos colectivos concluidos conforme a lo 


dispuesto en este Código. La causa justificada se calificará y determinará de 


conformidad con los artículos 81 y 369 de este Código y de acuerdo con lo que sobre 


el particular dispongan las leyes, relativas a las dependencias del Estado en que 


laboren dichos servidores, y los reglamentos u otras normas cuando establezcan 


condiciones más beneficiosas para las personas trabajadoras./ Los procesos 


disciplinarios pendientes contra un servidor público que renuncie o se jubile 


deberán continuar y se suspenderá el pago de la cesantía que pudiera 


corresponderle, la cual solo se hará efectiva cuando se declare la improcedencia del 


despido sin responsabilidad para la parte empleadora.” 


 
b) Que el criterio de la Procuraduría General de la República C-071-97 de 9 de mayo de 1997, 


señala lo siguiente sobre el pago de prestaciones legales para los servidores de confianza: 


 
“Con fundamento en lo expuesto, es nuestro criterio que en los casos en que se 


despida a un funcionario de confianza sin indicación de las causales que motivaron 


la destitución, procede el pago de prestaciones legales (sujeto, eso sí, a las 


condiciones dichas al final del punto II anterior), pues para denegarlas, debió 


cumplirse con los requisitos expuestos (apertura de investigación administrativa, 


debido proceso, derecho de defensa, etc.). Por otra parte, el hecho de que el servidor, 


como se indica en la consulta, contara con más de un año de laborar en la 


institución, resulta intrascendente. Ello debido a que el único requisito -en cuanto al 
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tiempo- para que el pago de prestaciones proceda ante un despido incausado, es 


que el funcionario haya permanecido en el puesto más de los tres meses 


establecidos en los artículos 28 y 29 del Código de Trabajo.” 


 
c) Que dado lo anterior, se considera procedente el pago de prestaciones legales por 


remoción discrecional de un funcionario de la clase gerencial bajo el régimen de libre 


nombramiento y remoción en RECOPE. 


 
5. Conclusión: Que conocido este asunto y conforme con la recomendación de la Presidencia, por 


mayoría se toma el siguiente acuerdo firme: 


 
Acuerdo firme. 


 
1. ACOGER la propuesta de la Presidencia y, de conformidad con el  artículo 3 del Reglamento 


de Junta Directiva de RECOPE S .A. y en ejercicio de la potestad discrecional de este órgano, 


remover a don MAX JOSÉ UMAÑA HIDALGO, de calidades indicadas, de su puesto como 


Gerente General. 


 
2. COMUNICAR este acuerdo a don MAX JOSÉ UMAÑA HIDALGO, dando por finalizada la 


relación de trabajo con la empresa, agradeciéndole la labor brindada. 


 


3. INSTRUIR a la Dirección Administrativa, para que proceda de inmediato con los trámites de 


liquidación del contrato de trabajo de don MAX JOSÉ UMAÑA HIDALGO y realice el pago de 


las prestaciones que correspondan. 


 
4. REVOCAR los poderes otorgados por la empresa a don MAX JOSÉ UMAÑA HIDALGO. 


 
5. INSTRUIR y AUTORIZAR a la Notaria Institucional para que realice ante el Registro 


Nacional los trámites de inscripción de la presente remoción y de la revocatoria de los 


poderes indicada en el punto anterior. 


 



mailto:monserrat.gamboa@recope.go.cr

http://www.recope.go.cr/





 


 


      


Junta Directiva 


JD-0152-2022 / p. 9    


 


 


Tel. 2284-2727 / 2284-2728 


monserrat.gamboa@recope.go.cr 


www.recope.go.cr  


6. INSTRUIR a la Dirección de Tecnología para que proceda a cancelar los accesos 


informáticos y las cuentas de correo institucionales, así como las de cualquier otra 


naturaleza, que pueda poner en vulnerabilidad los sistemas telemáticos empresariales, bajo 


la administración de don MAX JOSÉ UMAÑA HIDALGO. 


 
7. RECARGAR las funciones de la Gerencia General en la Presidencia, de manera que no sean 


comprometidas las operaciones de la empresa, mientras se nombra a la persona sustituta. 


 
Rige a partir del 30 de abril de 2022. 
 
 
Atentamente,  
 
 
 
Licda. Monserrat Gamboa Amuy  
Secretaria de Actas de Junta Directiva 


 
 
 
Cc.: Luis Orlando Ramírez Cortés, Auditor General. 
 Manuel Rey González, Asesor Jurídico. 
 Ólber Pazos Rodríguez, Director Administrativo. 
 Francisco Hidalgo, Director de Tecnología. 
 Lidiette González Gómez, Notaria institucional. 
 Luis Paulino Mora Lizano, Asesor Ejecutivo. 
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